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910 17 (Corresponde a la caja 795 del inventario) 

2841 4, 5 (Corresponde a la caja 789 del inventario) 

2842 3, 5–13 (Corresponde a la caja 792 del inventario) 

2843 1–13, 19, 26, 32, 34, 37 (Corresponde a la caja 793 del inventario) 

2844 1–7, 12–58, 60 (Corresponde a la caja 794 del inventario) 

2845 1, 2, 11, 13 (Corresponde a la caja 795 del inventario) 

2846 3–5 (Corresponde a la caja 796 del inventario) 

 

Con fecha 17/04/2019 se acordó por esta Subdirección General y notificó a la 

interesada fraccionar la resolución de su solicitud, dadas las limitaciones de 

medios del Archivo Central, valorando en primer lugar la documentación 

comprendida en la lista anterior. 

 

Dicha documentación ha sido examinada manual y pormenorizadamente, y se 

ha valorado el acceso y publicidad de la misma a la luz de los siguientes: 

 

ANTECEDENTES DE DERECHO: 

 

El acceso y consulta de los documentos conservados en el Archivo Central del 

Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social está regulado por el Real 

Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, por el que se establece el Sistema 

Español de Archivos y se regula el Sistema de Archivos de la Administración 

General del Estado y de sus Organismos Públicos y su régimen de acceso, que 

desarrolla a este respecto la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 

Español. Con carácter subsidiario, es de aplicación la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, 

en los términos expresados en su disposición adicional primera. 

 

El artículo 28 del referido Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, relativo a 

la “Solicitud de consulta de documentos de acceso restringido por contener 

datos personales”, distingue entre: 

 

a)  “El acceso a los documentos que contengan datos personales que puedan 

afectar a la intimidad o a la seguridad de las personas, o que tengan la 

consideración de especialmente protegidos en los términos de la normativa 

de protección de datos personales”, que sólo será posible en los casos 

siguientes: 

 

- Siempre que medie el consentimiento expreso y por escrito de los 

afectados. 

- Cuando hayan transcurrido veinticinco años desde el fallecimiento de los 

afectados. Si éste dato no constara, el interesado deberá aportar la 
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correspondiente certificación expedida por el Registro Civil. 

- Cuando no fuera posible conocer la fecha o el hecho del fallecimiento y el 

documento o documentos solicitados posean una antigüedad superior a 

cincuenta años, el acceso se concederá si, atendidas las circunstancias del 

caso, se entiende razonablemente excluida la posibilidad de lesión del 

derecho a la intimidad personal y familiar o el riesgo para o el riesgo para la 

seguridad del afectado y siempre de conformidad con la normativa de 

protección de datos. 

 

b) “El acceso a documentos que contengan datos nominativos o meramente 

identificativos de las personas que no afecten a su seguridad o su intimidad”,  

que será posible cuando el titular de los mismos haya fallecido o cuando el 

solicitante acredite la existencia de un interés legítimo en el acceso, 

considerándose a estos efectos, “que poseen interés legítimo quienes soliciten 

el acceso para el ejercicio de sus derechos y los investigadores que acrediten 

que el acceso se produce con una finalidad histórica, científica o estadística”. 

 

Finalmente, el apartado 4 de dicho artículo establece que: “Se concederá el 

acceso a documentos que contengan datos de carácter personal, sin necesidad 

de consentimiento de sus titulares, cuando se proceda previamente a la oportuna 

disociación, de los datos de modo que se impida la identificación de las personas 

afectadas.” 

 

En el caso concreto de la documentación solicitada, ésta contiene información 

sobre una gran pluralidad de personas, menores de edad en el momento en que 

se produjeron los documentos, de las cuales es materialmente imposible recabar 

consentimientos individualizados o comprobar la fecha concreta de 

fallecimiento, en su caso, o su supervivencia, que puede presumirse en una cierta 

proporción, dado precisamente que -por tratarse entonces de menores- el plazo 

de 50 años al que alude el artículo 28.2  del Real Decreto 1708/2011antes citado 

no excluye “razonablemente” la posibilidad de lesión del derecho a la intimidad 

personal y familiar. 

 

A este respecto, cabe señalar que se trata de menores sujetos a la tutela de un 

organismo público, por lo que el mismo contexto documental en que aparecen 

identificados estos menores es en sí mismo indicativo de situaciones 

comprendidas en el ámbito más sensible de la intimidad (situaciones familiares 

desfavorabales, tribunales tutelares de menores, sanciones judiciales y 

administrativas, etc.) 

 

Bien es verdad que, en contexto cronológico de la Guerra Civil española, el 

Consejo Superior de Menores asumió la evacuación de menores no 
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comprendidos en los supuestos mencionados y propios de la actividad del 

Consejo. Sin embargo, no es materialmente posible para esta Unidad discriminar 

de antemano qué personas y documentos responden a uno, otro o ambos casos. 

 

Por otro lado, la concreta circunstancia aludida implica también que en la 

documentación aparece información relativa a la “la ideología, afiliación 

sindical, religión o creencias” de las personas, datos que gozan de la máxima 

protección ofrecida por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 

Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales conforme a la 

gradación establecida en el artículo 15, apartado 1 de la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno -

de aplicación supletoria en este procedimiento- que establece que el acceso a 

tales datos sólo “podrá autorizar en caso de que se contase con el 

consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado 

hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad a que se 

solicitase el acceso.” 

 

Esto excluye la posibilidad, contemplada en el párrafo siguiente del mismo 

artículo y apartado, de autorización de acceso por terceros a datos 

especialmente protegidos “que hagan referencia al origen racial, a la salud o a la 

vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o contuviera datos relativos a 

la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la 

amonestación pública al infractor” siempre y cuando tal acceso “estuviera 

amparado por una norma con rango de ley”. 

 

En este caso, la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 

amplían derechos y se establecen medidas en favor de quienes padecieron 

persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura, dispone en su 

artículo 22, apartado primero que “A los efectos de lo previsto en esta Ley, se 

garantiza el derecho de acceso a los fondos documentales depositados en los 

archivos públicos”. 

 

El tema de investigación de la  , que es una investigadora 

acreditada en su disciplina, está plenamente comprendido en el objeto de la 

referida Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que abarca según su artículo 1, 

apartado 2 “el conocimiento de los hechos y circunstancias acaecidos durante la 

Guerra civil y la Dictadura”. 

 

Sin embargo, dicha Ley no establece mecanismos de interpretación cuando 

concurren otras normas, en este caso de rango orgánico por afectar a derechos 

fundamentales, como son la protección del derecho al honor, a la intimidad y a 

la propia imagen o deber de reserva y tratamiento de datos de carácter personal 
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de menores que se contienen en los artículos 4, 13.3 y 22 quater de la Ley 

Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de 

modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

 

A este respecto se ha tenido en consideración que la propia y citada Ley 19/2013, 

de 9 de diciembre, de transparencia, al establecer en su artículo 15, apartado 3, 

criterios de ponderación para valorar el acceso a datos personales no 

especialmente protegidos, incluye entre ellos el de “La mayor garantía de los 

derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el documento 

puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de 

edad”. 

 

En atención a todo ello 

 

HE RESUELTO: 

 

1) Conceder el acceso solicitado a los documentos con las signaturas siguientes, 

en los cuales no constan datos personales especialmente protegidos de 

menores de edad: 

 

769/5-6 

779/1 

788/4 y 7 

790/1-2, 6, 10, 12, 29 

791/1 

793/17 

795/18 

796/59, 67, 69 

797/1 y 4 

800/1, 3, 5, 8 

801/4 

810/7 

910/17 

2842/3 

2843/7-8, 13, 19, 26, 34 y 37 

2844/20 

2845/1-2, 11, 13 

2846/3-5 

 

Dicho acceso se hará efectivo mediante consulta presencial, en fecha y hora 

a concertar previamente con el Archivo Central del Departamento (Teléfono 

+34 91 363 02 84; correo electrónico: archivocentral@meyss.es). 
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2) Conceder acceso parcial, a los documentos con las signaturas siguientes, de 

los cuales el Archivo dispone ya de copias previamente disociadas de 

cualquier dato que permita la identificación de personas, según lo previsto en 

el apartado 4) del artículo 28 del referido Real Decreto 1708/2011: 

 

674/1 

790/27 

803/2 

877/5 

2844/7 

 

Dicho acceso se hará efectivo mediante las adjuntas copias digitales 

disociadas de datos personales que acompañan a esta resolución. 

 

3) Denegar provisionalmente el acceso a los restantes documentos, hasta en 

tanto el Archivo Central disponga de los recursos suficientes para poder 

obtener copias disociadas todos los datos personales con garantías suficientes 

de protección de los derechos afectados. 

 

La presente resolución es directamente impugnable ante la jurisdicción 

contencioso-administrativa en el plazo de dos meses contado desde el día 

siguiente a su notificación, sin perjuicio de la posibilidad de interponer 

potestativamente con carácter previo una reclamación ante el Consejo de 

Transparencia y Buen Gobierno, en el plazo de un mes según el mismo cómputo y 

en los términos establecidos en el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 

de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

 

 

Madrid, 6 de septiembre de 2019 

EL SUBDIRECTOR GENERAL DE INFORMES SOCIOECONÓMICOS 

Y DOCUMENTACIÓN 

 

 

Luis Navas López 

 

 

 

  

 

 

 




